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Exp. 1016/2019-2 


	TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO



	EXP. 1016/2019


	SENTENCIA DEFINITIVA



	ACTOR: **********

	AUTORIDAD DEMANDADA: DIRECCIÓN DE COMERCIALIZACIÓN DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ



	MAGISTRADO PONENTE: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.



	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA.


San Luís Potosí, S. L. P., a primero de julio del dos mil veinte.

VISTO para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 1016/2019-2 promovido por la C. ********** contra actos emitidos por la DIRECCIÓN DE COMERCIALIZACIÓN DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ.
RESULTANDO

1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintiséis de septiembre del dos mil diecinueve, la C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por la DIRECCIÓN DE COMERCIALIZACIÓN DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ, por los actos que a continuación se precisan:

“PRIMERO. La causación, determinación y/o oficio determinante y/o liquidatario emitido por parte de la Directora de Comercialización del  Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), en la cual se determina créditos fiscales por concepto de derechos de agua, alcantarillado, tratamiento y saneamiento girado con cargo a esta recurrente, bajo los siguientes términos:

Los créditos fiscales son emitidos con cargo del titular del contrato ********** respecto del bien inmueble ubicado en **********.

Tuve conocimiento de la existencia de los adeudos fiscales el pasado 17 de septiembre de 2019, al acudir a la instalaciones de la demandada a efectuar diversa consulta, y el personal de ventanilla me hizo saber de la existencia de un supuesto adeudo en cantidad de **********, por concepto de derechos de agua, saneameinto, alcantarillado y drenaje por un total de **********meses adeudados.

El monto, concepto, plazo y demás información al respecto de los créditos fiscales, referidos me es imposible traerlos a juicio, puesto que la autoridad jamás me ha notificado los oficios determinante y/o liquidatarios; por tanto, en éste momento y en términos del artículo 45 del Código Fiscal del Estado niego lisa y llanamente la existencia y/o legal de los oficios liquidatarios y notificación de los créditos fiscales determinados a ésta actora, por concepto de derechos de agua, drenaje, tratamiento y saneamiento al respecto el contrato e inmueble señalado en el párrafo que antecede, por periodo de facturación de **********meses anteriores al presente, correspondiendo el más reciente a **********.

Por tanto, en caso de existir adeudo por plazos referidos, la autoridad debe trae a juicio los oficios determinantes respectivos.

SEGUNDO. La supuesta diligencia de notificación (citatorio y acta de notificación) de la resolución en que se determinan los créditos fiscales por concepto de derechos de agua, alcantarillado, tratamiento y saneamiento, a cargo de ésta recurrente. 

TERCERO. El procedimiento administrativo de ejecución, mandamiento de ejecución, acta de requerimiento de pago y/o embargo de los créditos fiscales antes señalados.

Bajo protesta de decir verdad, manifestamos que no conocemos ni nos consta el documento, acto o diligencia de notificación presuntamente llevado a cabo de los actos indicados en los puntos PRIMERO Y SEGUNDO, pero tuvimos conocimiento de la existencia de los mismos el pasado 17 de septiembre de 2019, al acudir a las instalaciones de la demandada a efectuar diversa consulta, y el personal de ventanilla me hizo saber la existencia de un supuesto adeudo en cantidad de **********,  por concepto de derechos de agua, saneamiento, alcantarillado y drenaje por un total de ********** meses adeudos.

Es claro que a la fecha no ha mediado notificación alguna al respecto de la determinación de los créditos fiscales ya señalada, por lo que al menos que la autoridad traiga a juicio la notificación de los mismos, debe tenerse como fecha notificación antes señalada 

CUARTO. Las visitas para la toma de lecturas y mediciones de consumo de agua potable que corresponda al adeudo de en cantidad de **********, por concepto de derechos de agua, saneamiento, alcantarillado y drenaje efectuadas por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, respecto del supuesto periodo de facturación de ********** meses anterior al periodo facturado en dicho estado de cuenta, corresponde diente el más reciente a **********.”

2.- Por auto de fecha treinta de septiembre de dos mil diecinueve, se tuvo por admitida la demanda de la C. **********, en contra de la Dirección de Comercialización del Organismo Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, motivo por el cual se ordenó que se corriera traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Por otra parte se procedió a conceder la suspensión del acto impugnado sin otorgar garantía, para el efecto de que el Organismo demandado, realizara la reconexión del suministro de agua potable en el domicilio de la persona actora manteniéndose las cosas en el estado que guardaban hasta que se resolviera en definitiva el presente juicio.

3.- Por auto de fecha veinticuatro de octubre del dos mil diecinueve, se tuvo a la autoridad demandada por dando cumplimiento con la suspensión otorgada en autos, ordenándose dar vista a la parte actora, para que manifestara lo que a su derecho conviniera.

Por otra parte, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la misma, por lo que se ordenó correrle traslado a la parte actora, para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

A la parte actora, se le tuvo por ofrecidas y admitidas las siguientes probanzas:

· Copia fotostática certificada del contrato de arrendamiento de primero de julio de dos mil diecinueve, que celebraron ********** (foja 20 a 25);
A la autoridad demandada se le tuvo por ofrecidas y admitidas las siguientes:

· Copia certificada del nombramiento expedido a favor de **********, expedido por el Director General del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, de fecha ocho de octubre de dos mil dieciocho; que exhibió anexo al primer oficio de cuenta (foja 36 a 37); 
· Capturas de pantalla del sistema perteneciente a la autoridad demandada, que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas en su escrito de cuenta (foja 53 a 53);
· La presuncional legal y humana;
· La instrumental de actuaciones; y 
· En cuanto a la prueba de ratificación de contenido y firma que ofreció en relación al contrato de arrendamiento de primero de julio de dos mil diecinueve-documental que obra en autos aportada por la parte actora-, que celebraron ********** -parte actora-, se ordenó citar a las partes anteriormente referidas para que se presentaran el día en que se señalara fecha y hora para la celebración de la audiencia final, ello con el fin de desahogar la prueba de ratificación de contendido y firma del referido contrato.
Por otra parte, se le otorgó a la parte actora el plazo de diez hábiles, para que pudiera ampliar su demanda para los efectos previstos en el numeral 237, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado, apercibido que en caso de no hacerlo, se le tendría por no ampliando su demanda.

Por auto de fecha diecinueve de noviembre del dos mil diecinueve, se tuvo a la parte actora por interponiendo la ampliación de demanda, por lo que se ordenó correrle traslado a la autoridad demandada, para que produjera la contestación de la misma, manifestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con las que se encontraban relacionadas, apercibida que en caso de no hacerlo se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
4.- Por auto de fecha diecinueve de noviembre del dos mil diecinueve, se tuvo a la parte actora por interponiendo la ampliación de demanda, por lo que se ordenó que con una copia simple, se corriera traslado a la autoridad demandada, para que manifestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con los se encontraban relacionados, apercibida que en caso de no hacerlo se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario. 
5.- Por auto de fecha dieciséis de diciembre de dos mil diecinueve, se tuvo a la parte actora por no realizando manifestación alguna respecto del cumplimiento de la suspensión otorgada en autos.
Por otra parte, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la ampliación de demanda, por lo que se ordenó que se corriera traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

Por último, se señalaron las once horas del veintisiete de enero del dos mil veinte, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.

6.-
En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; en el desarrollo de la misma se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron; ahora bien y respecto de la prueba de ratificación de contenido y firma ofrecida por la autoridad demandada en relación al contrato de arrendamiento de primero de julio de dos mil diecinueve, a cargo de la parte actora y la C. **********y toda vez que la primera de ellas no compareció a juicio, se procedió amonestarla, requiriéndola de nueva cuenta para que en la fecha y hora señalada en la que se fijara la continuación de la audiencia asistiera, apercibida que en caso de no hacerlo se le aplicaría en su perjuicio la medida de apremio establecida en el artículo 127 fracción II del Código Procesal Administrativo, ordenándose suspender la audiencia, señalándose las diez horas del veintiuno de febrero de dos mil veinte,  para la continuación de la misma.
7.-
En la fecha y hora señaladas, para la continuación de la audiencia final,  se llevó a cabo la misma, con la asistencia únicamente de la parte actora, así como de su autorizado, haciéndose constar que no compareció la C. **********persona que fue citada mediante oficio dictado el veintisiete de enero del dos mil veinte; acto continuo el Secretario General de Acuerdos dio cuenta con un escrito de la parte actora, y en el que manifiesta que la C. **********se encontraba en estado de salud inconveniente y que tenía indicaciones médicas de reposo absoluto, por lo que le era imposible presentarse al desahogo  de la prueba de ratificación ordenada, exhibiendo orden médica del **********, de fecha veinte de febrero del dos mil veinte, por lo que se ordenó se citara nuevamente en la fecha en que se señalara la continuación de la presente audiencia; por lo que únicamente se procedió al desahogo de ratificación de contenido y firma por la parte actora. Acto continuo se procedió a suspender la presente audiencia, señalando como fecha y hora para su continuación las doce horas del cinco de marzo de dos mil veinte.

8.- En la continuación de la audiencia final, se llevó a cabo la misma, sin la asistencia de las partes; en el desarrollo de la misma el Secretario General de Acuerdos dio cuenta del acta levantada el día cuatro de marzo del dos mil veinte, en la cual la C. ********** realizó la ratificación de contenido y firma del contrato de arrendamiento de primero de julio de dos mil diecinueve; acto seguido se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes, finalmente se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio. 

En el presente caso comparece a juicio la C. **********, en su carácter de Arrendatario del inmueble ubicado en la calle **********, según contrato de arrendamiento de dicho inmueble, celebrado con fecha primero de julio de dos mil diecinueve, mediante el cual la C. ********** en su carácter de propietario y arrendador del bien inmueble ya señalado alquila al ahora actor dicho bien inmueble con el uso de local comercial por el término de un año; documento visible a foja de la 20 a la 25 de autos. 

La parte actora comparece a juicio a impugnar el consumo de agua potable, emitido por el Organismo denominada INTERAPAS, por la cantidad de ********** según lo informado por la autoridad demandada el pasado diecisiete de septiembre de dos mil diecinueve, incluyendo 44 meses de adeudo; por lo que la accionante tiene interés legítimo para acudir a este juicio contencioso administrativo a solicitar su nulidad, sin embargo, esto es únicamente en cuanto hace al cobro del consumo de agua que se encuentre comprendido dentro del periodo a partir del cual se le dio en arrendamiento el bien inmueble al ahora actor, ya que es a partir de ese momento en que se pudiera actualizar una afectación a su esfera jurídica. 

La autoridad demandada, justificó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que el Organismo Intermunicipal INTERAPAS, compareció por conducto del Lic. **********, Titular de la Unidad Jurídica de dicho Organismo, acompañando copia certificada del nombramiento expedido a su favor. 

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de  la determinación de la contribución relativa al pago del derecho por servicio de agua potable, misma que le fue hecha del conocimiento en forma verbal a la parte actora por personal de la ventanilla de la autoridad demandada, Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, por la cantidad de $********** con un adeudo de 44 meses.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto. 

En primer término, el Titular de la Segunda Sala Unitaria advierte que en el caso, se actualiza la causal de improcedencia prevista por el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo, en contra de actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos de la parte actora, de acuerdo con las consideraciones que a continuación se exponen. 

El artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece que para demandar en el Juicio Contencioso Administrativo, hay que detentar interés jurídico o interés legítimo, el primero corresponde a la titularidad de un derecho subjetivo público, mientras que el segundo corresponde a invocar una situación de hecho tutelada por el orden jurídico, ya sea de un sujeto determinado o de los integrantes de un grupo diferenciado del conjunto general de la sociedad. 

A efecto de dar sustento a lo anterior, a continuación se transcribe el precepto legal citado: 

ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. 

En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso. 

Ahora bien, de las constancias de autos se advierte que en el presente caso comparece a juicio la C. **********, a demandar el consumo de agua potable, emitido por el Organismo denominada INTERAPAS, por la cantidad de $**********situación que fue hecho del conocimiento de forma verbal por personal de la ventanilla de la autoridad demandada, además de manifestarle que dicha cantidad era por un total de 44 meses adeudados. 

La parte actora del juicio, la C. **********, comparece a juicio en su carácter de arrendataria del local comercial ubicado en **********, y en el cual con fecha diecisiete de septiembre del dos mil diecinueve le informaron personal de la autoridad demandada un adeudo por la cantidad de **********, por un total de 44 meses adeudados. 

Para acreditar el interés legítimo para instar a juicio la parte actora exhibió  copia del contrato privado de arrendamiento del local comercial anteriormente citado, mismo del cual fue realizada la probanza de contenido y firma por las partes que lo suscribieron, por lo cual, merece valor probatorio pleno en términos del artículo 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado, adminiculado con los artículos 331 y 392 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de aplicación supletoria a la ley de la materia por disposición del artículo 217 de la ley que rige el procedimiento administrativo. 

La citada documental -contrato privado de arrendamiento- del local comercial en mención, tiene el alcance de demostrar que el mismo fue celebrado con fecha primero de julio del dos mil diecinueve, entre la C. ********** en la calidad de arrendador y la C. ********** en su calidad de arrendatario; por tanto, dado que en el contrato privado de arrendamiento se precisa como fecha de celebración el primero de julio del dos mil diecinueve, es a partir de esa fecha que nacen los derechos para usar y gozar del inmueble arrendado y por ende es a partir de ahí que se podría comenzar a afectar la esfera jurídica del arrendatario. 

Por tanto, se considera que es a partir de esa fecha -primero de julio del dos mil diecinueve- en que la ahora actora inicio con el aprovechamiento del servicio de agua en el local comercial que le fue entregado en alquiler y por tanto es a partir de ese momento que el ahora actor es causante de la contribución relativa al aprovechamiento de agua potable, y por ende el pago de los derechos por el suministro, uso y aprovechamiento de agua que le corresponde como poseedor del inmueble, siendo a partir del primero de julio del dos mil diecinueve que pudiera comenzar a afectar la esfera jurídica del arrendatario la autoridad demandada mediante el cobro del suministro de agua. 

Ahora bien, del supuesto adeudo que le fue informado a la parte actora por personal de la autoridad demandada, el pasado diecisiete de septiembre de dos mil diecinueve por la cantidad de $********** por un total de 44 meses de adeudo, se puede inferir que los mismos corresponden del mes de diciembre del dos mil quince, al mes de agosto del dos mil diecinueve, de tal manera que si el actor celebró el contrato de arrendamiento del local comercial ubicado respecto del bien inmueble ubicado en **********, el pasado primero de julio del dos mil diecinueve, es a partir de ese momento que comenzó con el uso y disfrute de los servicios de dicho inmueble, como es el servicio de agua y es a partir de esa fecha que cuenta con legitimidad para combatir lo relativo al cobro del suministro de agua al considerar una afectación a su esfera jurídica como arrendatario del inmueble respecto del cual le informaron el adeudo existente por parte del personal de la autoridad demandada, es decir, únicamente tendría interés para combatir los meses de julio y agosto del dos mil diecinueve. 

Lo anterior con sustento en el criterio aislado de la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dice lo siguiente. 

Época: Quinta Época, Registro: 351893, Instancia: Tercera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo LXXIII, Materia(s): Civil, Tesis: Página: 1210 

DOCUMENTOS PRIVADOS, VALOR PROBATORIO DE LOS. 

De acuerdo con el artículo 270 del Código Federal de Procedimientos Civiles, el documento privado que se presente por vía de prueba y no fuere objetado por la parte contraria, se tendrá por admitido y surtirá sus efectos, como si hubiera sido reconocido; y conforme a la jurisprudencia de esta Suprema Corte de Justicia (Semanario Judicial de la Federación, Apéndice al Tomo LXIV, página 765), debe admitirse el valor probatorio de los documentos que se encuentran en tales condiciones. Ahora bien, si el quejoso exhibió como prueba, un contrato privado de arrendamiento, para demostrar su carácter de arrendatario de la casa en que se practicó el secuestro, el cual fue objetado por la parte tercero perjudicada, en su escrito de alegatos, al manifestar que dicho contrato no puede surtir efectos contra terceros, por no estar probada su autenticidad, debe decirse que esa objeción no puede admitirse como tal, por no estar fundada en hechos o circunstancias que invaliden el contenido del documento en cuestión, o el hecho que con él se pretendió demostrar, y por lo mismo, debe estimarse que quien presentó el documento, no estuvo en la obligación de comprobar la autenticidad del mismo, para que se tuviera como demostrado, atendiendo a la jurisprudencia citada, que el mismo ocupaba como inquilino, la casa en que se practicó el secuestro. 

Por tanto esa Sala Unitaria estima que la C. **********, si bien es cierto puede comparecer a juicio a reclamar lo relativo al cobro de la contraprestación por consumo de agua potable; esto es únicamente en cuanto hace al cobro del consumo de agua que se encuentre comprendido dentro del periodo a partir del cual se le dio en arrendamiento el local comercial ubicado en **********, es decir, del periodo comprendido de los meses de julio y agosto del dos mil diecinueve. 
En ese contexto, el actor del juicio que se ostenta como arrendatario del local comercial anteriormente citado, y del cual le manifestaron de manera verbal el personal de la autoridad demandada que contaba con adeudo por la cantidad de **********por un total de 44 meses adeudados por consumo de agua; no cuenta con la legitimidad necesaria para impugnar en el presente juicio lo relativo al periodo que comprende del mes de diciembre del dos mil quince, al mes de junio del dos mil diecinueve, ya que no se logra acreditar que respecto de ese periodo el acto impugnado incida en la esfera jurídica de sus derechos. 

Sirve de apoyo a lo anterior los siguientes criterios jurisprudenciales que por analogía al caso concreto resultan aplicables. 

“Sexta Época, No. Registro: 268700, Instancia: Segunda Sala, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tercera Parte, IX, Materia(s): Común, Tesis: Página: 73 

INTERES JURIDICO EN EL AMPARO. La afectación de los intereses jurídicos requiere una especial demostración para que pueda admitirse ya que no es jurídico ni racional hacer inferencias, carentes en lo absoluto de una base de la que pudiera presumirse ese interés jurídico enunciado, pero no probado, como lo requiere la propia naturaleza del juicio de garantías que, por ser contencioso, queda sujeto a normas de orden procesal claras y terminantes, que conducen a establecer que el que afirma está obligado a probar, y la falta de esa prueba a nadie más que a la parte quejosa es imputable…” 

“Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación XI, Marzo de 1993, Página: 296, Tesis Aislada, Materia(s): Común 

INTERES JURIDICO, FALTA DE. Si los quejosos promovieron por su propio derecho y alegan que el acto reclamado afecta a una sucesión, es incuestionable que carecen de interés jurídico para reclamar el proveído de referencia, si omiten acreditar ante el juez de Distrito que representarán legalmente a la sucesión presuntamente afectada. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO…” 

Del resultado de las anteriores consideraciones, esta Sala Unitaria determina, que respecto del periodo comprendido del mes de diciembre de dos mil quince, al mes de junio del dos mil diecinueve, se actualiza la causal de improcedencia señalada por la fracción II del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que rige el proceso administrativo, la cual se refiere a la improcedencia del juicio al no afectarse los intereses jurídicos o legítimos del actor; por lo que lo procedente es decretar el sobreseimiento parcial del presente juicio, respecto del periodo anteriormente mencionado, ello acorde con lo dispuesto por el artículo 229 fracción II del Código antes citado. 

Por lo tanto, esta Sala Unitaria únicamente analizará lo relativo al periodo comprendido de los meses de julio y agosto del dos mil diecinueve. 
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de fojas de la 06 a la 22 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO."

SEXTO.- En primer término, esta Sala Unitaria estima que para una mayor comprensión de la presente resolución, se procede a resolver la misma en diversos apartados, los cuales servirán para identificar y contestar lo planteado por la parte actora, situación que se analiza de la siguiente manera:
1.- MARCO TEÓRICO 
De acuerdo con lo dispuesto en nuestro texto constitucional vigente, les corresponde a los Municipios prestar ciertos servicios públicos, de entre los cuales se encuentra el relacionado con el de agua potable, alcantarillado y saneamiento. Atribución municipal que encuentra un sustento importante en la reforma constitucional al artículo 115 publicada en el Diario Oficial de la Federación el tres de febrero de mil novecientos ochenta y tres, en la que casi se cambió por completo el texto constitucional anterior.

Es decir, con esta reforma constitucional, se precisó entre otros conceptos, lo relacionado con los servicios públicos que debe proporcionar y garantizar el Municipio, manteniéndose de entre ellos, los relacionados con el agua potable, alcantarillado y tratamiento y disposición de sus aguas residuales en los términos en que a la fecha se encuentran establecidos en nuestra Carta Magna, en la cual se establece en su parte conducente lo siguiente:

"Artículo 115
…
II. Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley.

Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal.

…

III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;

…

IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso:

…

c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo.

Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las mismas. Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de los Estados o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público.

Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a las legislaturas estatales las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria." 

Por otra parte, de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, resulta evidente la atribución que tienen los municipios del Estado de San Luis Potosí para prestar los servicios públicos de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales por conducto de organismos paramunicipales o intermunicipales, los cuales tendrían por objeto la prestación de servicios públicos; tal y como se señala en los artículos 105 y 141 de dicho ordenamiento legal, en los cuales se establece en su parte conducente lo siguiente:

"ARTICULO 105. Son organismos paramunicipales las entidades que tienen por objeto atender el interés general y el beneficio colectivo, a través de la prestación de servicios públicos en un municipio.

Son organismos intermunicipales las entidades que tienen por objeto la prestación de servicios públicos en dos o más municipios."

"ARTICULO 141. Los municipios organizarán y reglamentarán la administración, prestación, conservación y explotación en su caso, de los servicios públicos y funciones municipales, considerándose que tienen este carácter los siguientes:

I.
Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales;

II.
Alumbrado público;

III.
Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos;

IV. Mercados y centrales de abasto;
…”

En este sentido, tratándose de la zona metropolitana de San Luis Potosí, mediante Decreto 642 publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí en doce de agosto de mil novecientos noventa y seis, se creó el Organismo Intermunicipal Metropolitano denominado INTERAPAS, el cual, de conformidad con su Decreto de creación, formará parte del Sistema Estatal de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento, tendrá personalidad jurídica y patrimonio propio, ajustando su funcionamiento y actividades a lo establecido en las leyes, el presente Decreto y su reglamento interior.

Así, en su artículo 1o del Decreto 642 publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí el doce de agosto de mil novecientos noventa y seis, se establece:

"Se crea el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS) para la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento en los centros de población y asentamientos humanos de las zonas urbanas y rurales de sus jurisdicciones, en los términos que señalan la Constitución General de la República, la Constitución Política del Estado, la Ley Orgánica del Municipio Libre y la Ley de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento.

El organismo operador intermunicipal (INTERAPAS), que se crea mediante el presente decreto, formará parte del Sistema Estatal de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento, tendrá personalidad jurídica y patrimonio propios y ejercerá sus funciones a través de un Consejo de Administración, de un Director General y de un Comisario y ajustará su funcionamiento y actividades a lo establecido en las leyes, el presente Decreto y su reglamento interior."
Ahora bien, dicho Organismo Operador Intermunicipal (INTERAPAS), de conformidad con lo previsto en el Artículo 10 de su Decreto de creación, el cobro de las cuotas y tarifas por servicio, lo llevará a cabo y por disposición expresa de su decreto, en los términos de la Ley de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento del Estado.

"ARTICULO 10. El cobro de las cuotas y tarifas por servicio, las multas derivadas de la prevención de la contaminación por la legislación ambiental aplicable, así como el relativo a las aguas residuales tratadas, los llevará a cabo el organismo intermunicipal, en los términos de la Ley de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento del Estado."

En complemento a lo anterior, en los artículos 56 y 57 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, se contempla que los municipios podrán establecer tarifas para el cobro de derechos tratándose de los servicios de agua potable; los cuales consisten en la extracción, tratamiento, conducción, suministro, uso o explotación de agua potable, conexión a la red, así como los servicios de drenaje, alcantarillado y saneamiento que presten.

Al respecto, es dable precisar que dichos cobros tendrían el carácter de contribuciones en su especie de Derechos; los cuales se encuentran definidos por el propio Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí en su Artículo 7 como aquellas contribuciones establecidas en la Ley, por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público del estado o municipios, así como por los servicios que prestan éstos, en sus funciones de derecho público.

"ARTICULO 7°.- Para efectos de las disposiciones fiscales estatales se entiende por:

I. Contribuciones: los impuestos, los derechos y las contribuciones de mejoras. Se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal, y para tal efecto se entenderá por:
…
b). Derechos: las contribuciones establecidas en la ley, por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público del Estado o municipios, así como por los servicios que prestan éstos, en sus funciones de derecho público, y
…”

No resulta óbice mencionar que en un sin número de precedentes jurisdiccionales, nuestros más altos tribunales se han pronunciado en torno a este tema, en el sentido de referirse a que dichas contraprestaciones constituyen contribuciones en su especie de derechos, tal y como se ilustra en la siguiente tesis jurisprudencial:

"SISTEMA OPERADOR DE LOS SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DEL MUNICIPIO DE PUEBLA (SOAPAP). LOS INGRESOS QUE PERCIBE POR LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO CONSTITUYEN CONTRIBUCIONES EN SU MODALIDAD DE DERECHOS. El artículo 167 del Código Fiscal y Presupuestario para el Municipio de Puebla, define a los derechos como las contribuciones establecidas en la ley, entre otros, por recibir servicios que presta el Municipio en sus funciones de derecho público, incluso cuando se presten por organismos descentralizados. Por su parte, el artículo 239 del referido código establece que los derechos o conceptos de ingreso de cualquier naturaleza, que se establezcan por los servicios prestados por el Sistema Operador de los Servicios de Agua Potable y Alcantarillado del Municipio de Puebla, se regularán de acuerdo con las disposiciones de la Ley de Agua y Saneamiento del Estado de Puebla, se pagarán conforme a las cuotas, tasas y tarifas que establezca la Ley de Ingresos del Municipio, o las que se determinen conforme a las autorizaciones que apruebe el Congreso. Siendo así, es inconcuso que los ingresos que percibe el Sistema Operador de los Servicios de Agua Potable y Alcantarillado del Municipio de Puebla, por la prestación de los servicios públicos de suministro de agua potable y saneamiento, constituyen contribuciones en su modalidad de derechos, por lo que en modo alguno pueden ser considerados como productos, dado que las cantidades que percibe por tales servicios que presta, son en su función de derecho público y no privado. Sin que obste a ello que mediante decreto legislativo de fecha dos de agosto de mil novecientos noventa y seis, el Congreso del Estado haya facultado al propio organismo operador para aprobar las cuotas, tasas y tarifas aplicables a la prestación de los servicios a su cargo, pues tal aspecto no desnaturaliza el concepto de derechos que la propia ley atribuye a los ingresos que percibe por los servicios públicos que proporciona, pues los mismos siguen revistiendo el carácter de una contraprestación por los servicios prestados por el Municipio en sus funciones de derecho público, incluso cuando se prestan por organismos descentralizados, carácter que tiene el organismo operador; máxime cuando fue el propio legislador quien en los artículos 96 A, 96 B y 96 C, de la Ley de Agua y Saneamiento del Estado de Puebla, estableció el procedimiento a seguir para la determinación de esas cuotas, tasas y tarifas, sin quedar a la voluntad del organismo operador su cálculo, lo que, incluso, implica que se respete el principio de legalidad tributaria. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXVII, Abril de 2008; Página: 2195, Tesis: VI.1o.A. J/44 Jurisprudencia.

Así, una vez precisado que el servicio de agua potable, alcantarillado y saneamiento constituye un servicio público municipal, susceptible de ser prestado por organismos intermunicipales y que las contraprestaciones por este servicio mediante el cobro de cuotas; constituyen el pago de una contribución en la especie de derechos; resulta necesario considerar algunas disposiciones contenidas en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, y Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos del Organismo Operador Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.; en atención a que en dichos ordenamientos legales se regula la prestación y cobro de dichos servicios en lo particular.

Al respecto, la propia Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, establece lo siguiente:

"ARTICULO 3o. Para efectos de la presente Ley se entiende por:
…
XVIII. Cuota: Contraprestación que se debe pagar por el uso de un bien o servicio.

XXV. Organismo operador: el organismo público descentralizado de la administración pública municipal, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo objeto general será la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, pudiendo ser:

a)
Paramunicipal: el establecido en un municipio en el que presta los servicios públicos.

b)
Intermunicipal: el establecido en un área geográfica determinada, de dos o más municipios, en los que presta los servicios públicos;

XXXV.
Servicios públicos: los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;

XXXVI.
Tarifa: el conjunto de valores unitarios que sirve de base para determinar las cuotas, que deben pagar los usuarios como contraprestación por los servicios públicos proporcionados;
…”
"ARTICULO 4o. Son autoridades para la aplicación de esta Ley, en el ámbito de sus respectivas competencias:

I.
El Titular del Poder Ejecutivo del Estado;

II.
La Comisión;

III.
Los ayuntamientos, y

IV.
Los organismos operadores descentralizados."

"ARTICULO 88. Los organismos operadores se crearán mediante decreto expedido por el Congreso del Estado, previo acuerdo de cabildo del municipio correspondiente, y de conformidad con la legislación aplicable, como organismos descentralizados de la administración pública municipal, con personalidad jurídica y patrimonio propios.

En el decreto de creación de los organismos señalados, se deberá establecer el área geográfica en la que prestarán los servicios públicos."

De las disposiciones legales transcritas, se puede advertir, la correlación que guarda este ordenamiento legal, respecto a las disposiciones legales contenidas en los demás textos considerados con anterioridad y precedentes jurisdiccionales citados, resaltando de manera particular el carácter que se le atribuye a los Organismos Operadores Descentralizados como lo es el Organismo Intermunicipal Metropolitano denominado INTERAPAS, como autoridad para la aplicación de esta ley, el cual fue creado mediante Decreto 642 publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí el doce de agosto de mil novecientos noventa y seis; como lo prevé el artículo 88 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; de tal suerte que sus actos y resoluciones tendrían el carácter de actos de autoridad sujetos al principio de legalidad que se exige a toda actuación pública y respecto de los cuales, los usuarios podrán interponer los recursos y demás medios de defensa establecidos en la legislación aplicable cuando estimen que les causen alguna afectación en su esfera de derechos, tal y como se dispone en la fracción III del artículo 188 de dicha Ley, en los términos siguientes:

"ARTICULO 188. Son derechos de los usuarios:
…
III. Interponer los recursos y demás medios de defensa establecidos en la legislación aplicable, contra resoluciones y actos de los prestadores de los servicios, cuando estimen que les causen alguna afectación en su esfera de derechos;
…”
Por otra parte, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 136 de dicha ley; es obligación de los propietarios o poseedores por cualquier título de predios edificados, no edificados -cuando existan instalaciones adecuadas- así como los propietarios o poseedores de giros mercantiles, industriales o de cualquier otra actividad, contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, en su caso, en los lugares en que existan dichos servicios, y cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores; siendo obligación de los Organismos prestadores la instalación de aparatos medidores para la verificación del consumo de agua del servicio público para todos los usuarios domésticos y no domésticos, en lugares accesibles para que el personal del prestador pueda llevar a cabo y sin dificultad las lecturas de consumo. (Artículo 143 de la Ley en cita).

Una vez instalada la toma y hechas las conexiones respectivas, el prestador comunicará al usuario la fecha de la conexión y la apertura de su cuenta para efectos de cobro, de acuerdo con lo previsto en el artículo 146 de la multicitada ley; siendo indispensable mencionar que el servicio de agua potable será medido de conformidad con lo previsto en el artículo 143 de dicho ordenamiento legal; y en el supuesto de que no se hayan instalado medidores, los pagos se harán con base en cuotas fijas previamente determinadas, o en su defecto; tratándose de predios o casas deshabitadas y suspendidas con contrato, mediante el pago de una tarifa bimestral de conformidad con lo previsto en el artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la prestación de servicios públicos del Organismo Operador Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, distinguiéndose en su caso, el tratamiento aplicable para aquellos supuestos en los que exista impedimento para tomar lectura en donde se cobrará el promedio mensual o bimestral del consumo registrado en los últimos tres meses o bimestres según sea el caso, de acuerdo con lo establecido en el artículo 7 de la Ley de Cuotas y Tarifas citada. 
En relación con lo expuesto, cabe señalar que en el Artículo 221 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, se establece el procedimiento que el personal autorizado de dicho Organismo debe realizar para la toma de lectura y determinar el consumo de agua. Precepto legal que establece textualmente lo siguiente:

"ARTICULO 221. Los usuarios están obligados a permitir el acceso al personal del prestador de los servicios debidamente acreditado, al lugar o lugares en donde se encuentren instalados los medidores para que tomen lectura de éstos.

La lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma o derivación, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, en los términos de la reglamentación respectiva.

Quien realice la lectura de los medidores llenará un formato, verificando que el número del medidor y el domicilio que se indique sea el correspondiente, y se expresará la lectura del medidor o la clave de no lectura, en su caso.

El formato en el que conste la lectura quedará a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, del que podrán obtener copia en forma gratuita, previa solicitud por escrito." 

En complemento a lo anterior, la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí refiere en su artículo 183, que todo usuario está obligado al pago de los servicios públicos que se presten, con base a las tarifas fijadas en los términos de la presente Ley, dentro del plazo que en cada caso señale el recibo correspondiente.

Con base en las disposiciones legales analizadas y razonamientos expuestos con anterioridad; ésta Sala Unitaria estima para efectos de resolver la presente controversia; entre otras, las siguientes consideraciones:

1.-
El Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS) fue creado mediante Decreto Legislativo para la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento en los centros de población y asentamientos humanos de las zonas urbanas y rurales de su jurisdicción; con el carácter de autoridad pública, personalidad jurídica y patrimonio propio y debe ajustar su funcionamiento y actividades a lo establecido en las leyes, su Decreto de creación y reglamento interior, de acuerdo con lo establecido en los artículos 1o, del Decreto 642 publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí el doce de agosto de mil novecientos noventa y seis, y 4, fracción IV de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.
2.-
Las contraprestaciones que deben cubrir los usuarios por este servicio mediante el cobro de cuotas y tarifas; constituyen el pago de una contribución en la especie de derechos, de conformidad con lo previsto en el artículo 7 del Código Fiscal del Estado y 56 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí.

3.-
Los usuarios están obligados al pago de los servicios públicos que se presten, con base a las tarifas fijadas, dentro del plazo que en cada caso señale el recibo correspondiente, a partir de la lectura que personal autorizado de dicho Organismo tome de los medidores que previamente haya instalado, con las salvedades y tratamientos especiales previstos en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y Ley de Cuotas y Tarifas aplicables.

4.-
El recibo de pago que expida el Organismo Operador, a los usuarios del servicio, previa suscripción del contrato respectivo en los términos de lo establecido en el artículo 136 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, es para efectos de determinar el monto de la contraprestación por los servicios de agua potable, alcantarilladlo y saneamiento, a partir de la lectura que haya tomado personal autorizado de dicho Organismo, el cual deberá de contar con aquellos datos indispensables que permitan identificar con claridad y precisión los conceptos a pagar vinculados al servicio prestado; toda vez que por tratarse de un acto de autoridad debe estar fundado y motivado como una exigencia de legalidad.

En efecto, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus actos o resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

De igual manera, refuerzan lo anterior los siguientes criterios cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Séptima Época; Registro: 238369; Instancia: Segunda Sala; Tesis aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volumen: 80, Tercera Parte; Materias: administrativa y común; Página: 36

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS MANDAMIENTOS DE LA AUTORIDAD. ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. Por fundar debe entenderse la expresión de los fundamentos legales o de derecho del acto reclamado; en consecuencia, una resolución reclamada no queda debidamente fundada si no contiene la expresión de ningún fundamento legal o de derecho. Por motivar debe entenderse el señalamiento de las causas materiales o de derecho que hayan dado lugar al acto reclamado, sin que pueda admitirse que la motivación consista en la expresión general y abstracta: ‘por razones de interés público’, ya que la mencionada expresión no señala en principio las causas materiales o de hecho que hubieran dado lugar al acto reclamado."

Séptima Época; Registro: 238212; Instancia: Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volúmenes: 97-102, Tercera Parte; Materia: común; Página: 143

Genealogía: Informe 1970, Segunda Parte, Segunda Sala, página 100.

Informe 1977, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 72, página 77.

Informe 1978, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 3, página 7.

Apéndice 1917-1985, Tercera Parte, Segunda Sala, tesis 373, página 636.

Apéndice 1917-1995, Tomo III, Primera Parte, tesis 73, página 52.

Apéndice 1917-1995, Tomo VI, Primera Parte, tesis 260, página 175.

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

El Pleno de este Alto Tribunal en la controversia constitucional 4/2005, resuelta por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Sergio Salvador Aguirre Anguiano, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, Juan Díaz Romero, Genaro David Góngora Pimentel, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Sergio A. Valls Hernández,

Olga Sánchez Cordero de García Villegas, Juan N. Silva Meza y presidente Mariano Azuela Güitrón. Fue ponente en este asunto el señor Ministro José Ramón Cossío Díaz. Ausente el señor Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo, por estar cumpliendo con una comisión de carácter oficial.”

5.- Los usuarios del servicio pueden interponer los recursos y demás medios de defensa establecidos en la legislación aplicable, contra resoluciones y actos del Organismo Paramunicipal, cuando estimen que les causen alguna afectación en su esfera de derechos, de acuerdo con lo establecido en el artículo, 188, fracción III de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.

2.- ANALISIS DEL ACTO IMPUGNADO

La parte actora comparece a juicio a impugnar el consumo de agua potable, emitido por el Organismo denominado INTERAPAS, por la cantidad de ********** según lo informado por la autoridad demandada el pasado diecisiete de septiembre de dos mil diecinueve, incluyendo 44 meses de adeudo.

Por su parte, la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, confirma el acto impugnado, manifestando que la cantidad adeudada es de ********** acompañando como prueba la caratula de pantalla de su sistema, correspondiente al historial de reportes, aclaraciones o quejas, el historial  de las observaciones que ha tenido el predio materia del presente juicio de nulidad, mismo que al no ser objetada por la parte actora, hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo del Estado, mismo que se digitaliza en la parte que nos interesa:

DIGITALIZACIÓN
De la digitalización anteriormente mencionada se desprende, entre otros,  los siguientes datos respecto del contrato con número **********:
· Se encuentra a nombre de la C. **********;

· Domicilio, **********;

· Tipo de servicio Industrial; 
· Zona económica Industrial;
· Tipo de cobro servicio medido;
· Giro Plantas Purificadoras;
· Así mismo, se precisa de la contestación de demanda que se realiza el cobro del agua potable bajo el promedio de toma, tomando como base las últimas tres lecturas realizadas de los meses de septiembre, octubre y noviembre del dos mil diecisiete, que fueron tomadas del medidor número de serie **********, ello en virtud de existir un impedimento u obstáculo para la toma de lecturas.

Ahora bien, una vez precisado lo anterior, se debe de hacer mención que de acuerdo al Considerando Cuarto de la presente resolución, la parte actora justifico su interés jurídico para demandar únicamente los periodos de cobro correspondientes a los meses de julio y agosto del dos mil diecinueve.
3.- LEGALIDAD O ILEGALIDAD DEL ACTO IMPUGNADO –en base a los agravios formulados por la impetrante-.
A).- En una parte del primer concepto de impugnación, la parte actora medularmente manifiesta que existe violación a los artículos 14 y 16 Constitucionales, así como del artículo 43 del Código Fiscal del Estado.

Señala que los derechos por consumo de agua y uso de drenaje, alcantarillado y saneamiento de aguas, son contribuciones previstas en la Ley de Hacienda para los Municipios en el Estado de San Luis Potosí, y son definidos por el Código Fiscal, como aquellas contribuciones a cargo de personas que se benefician por aprovechamiento de bienes del dominio público o por servicios que presta el Estado en su carácter de entidad de derecho público.

Que la autoridad de ningún modo, acredita que la parte actora se hubiera beneficiado con tal aprovechamiento de recursos o servicios, que sería el acto o hecho jurídico que al coincidir con la hipótesis normativa daría lugar a la causación de la contribución; por lo que al no acreditar fehacientemente la autoridad el hecho causal, no puede exigir pago alguno; así mismo, que no exhibe acta en que se hubiera tomado lectura de medidor alguno, que no hay elemento que sustente el hecho que sirva de causa o motivo al cobro.

Niega todos aquellos medios con que se haya llegado a la determinación del crédito fiscal referido, ya que en ningún momento y mucho menos en el periodo que se señala, se realizó por parte de la actora, consumo alguno por el cual sea posible la determinación del supuesto adeudo que se pretende cobrar.

Que no basta, para poder probar la causación de la contribución afirmar que existe un contrato de conexión y suministro al servicio de agua potable y alcantarillado, ya que el crédito fiscal de que se habla hace referencia a un consumo neto del servicio, y de ninguna manera se puede deducir que ambos hechos tengan relaciones causales necesarias que lleven a la concesión de la contribución.

Que ante el hecho de negar haber efectuado el consumo de agua potable por la cantidad que le es requerida por la demanda, la autoridad demandada se encuentra coaccionada a presentar todos aquellos medios de prueba idóneo para acreditar el consumo, ya que ante la negativa del actor respecto al conocimiento del origen del crédito y su notificación, la autoridad demandada debe demostrar con toda claridad y precisión su motivo o causa generadora.

 
A juicio de esta Sala Unitaria el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser infundado, ello es así, en razón de las siguientes consideraciones: 

En primer término, se debe de establecer que el Organismo demandado efectúa el cobro del servició de agua potable, drenaje y tratamiento, conforme a las disposiciones legales contenidas en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; ya que la misma regula el procedimiento que se debe de realizar para el cobro del servicio prestado, motivo por el cual dichos actos adquieren el carácter de actos de autoridad sujetos al principio de legalidad que se exige a toda actuación pública.

Por otra parte, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 136 de dicha ley; es obligación de los propietarios o poseedores de cualquier título de predios edificados, no edificados -cuando existan instalaciones adecuadas- así como los propietarios o poseedores de giros mercantiles, industriales o de cualquier otra actividad contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, en su caso, en los lugares en que existan dichos servicios, y cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores; siendo obligación de los Organismos prestadores la instalación de aparatos medidores para la verificación del consumo de agua del servicio público para todos los usuarios domésticos y no domésticos, en lugares accesibles para que el personal del prestador pueda llevar a cabo y sin dificultad las lecturas de consumo.(Art. 143 de la Ley en cita).  

Una vez instalada la toma y hechas las conexiones respectivas, el prestador comunicará al usuario la fecha de la conexión y la apertura de su cuenta para efectos de cobro, de acuerdo con lo previsto en el Artículo 146 de la multicitada ley; siendo indispensable mencionar que el servicio de agua potable será medido de conformidad con lo previsto en el Artículo 143 de dicho ordenamiento legal; y en el supuesto de que no se hayan instalado medidores, los pagos se harán con base en cuotas fijas previamente determinadas en el artículo 4º de la Ley de Cuotas y Tarifas del INTERAPAS, o en su defecto; tratándose de predios o casas deshabitadas y suspendidas con contrato, mediante el pago de una tarifa bimestral de conformidad con lo previsto en el Artículo 6 de la mencionada ley, distinguiéndose en su caso, el tratamiento aplicable para aquellos supuestos en los que exista impedimento para tomar lectura en donde se cobrará el promedio mensual o bimestral del consumo registrado en los últimos tres meses o bimestres según sea el caso, de acuerdo con lo establecido en el Artículo 7 de la Ley de Cuotas y Tarifas citada.

En complemento a lo anterior, la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí refiere en su Artículo 183, que todo usuario está obligado al pago de los servicios públicos que se presten, con base a las tarifas fijadas en los términos de la presente Ley, dentro del plazo que en cada caso señale el recibo correspondiente.

Bajo esta tesitura se tiene que es obligación de los propietarios o poseedores de cualquier título de predio edificado o no edificado el contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales.

En el caso que nos ocupa, se tiene que la parte actora comparece a juicio, demostrando que es arrendataria del local comercial ubicado en calle **********.

Ahora bien, el acto impugnado se hace consistir un supuesto adeudo por la cantidad de **********, relativo al cobro del servicio de agua potable, drenaje y tratamiento, referente al predio anteriormente citado, respecto del contrato con número **********, tal y como lo manifiesta la parte actora en su escrito inicial de demanda, situación que es corroborada por la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda.

Motivo por el cual, y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 183 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, todo usuario está obligado al pago de los servicios públicos que se presten, resultando pertinente la transcripción de dicha disposición legal:   

ARTICULO 183. Toda persona usuaria está obligada al pago mensual de los servicio públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, con base en las cuotas o tarifas fijadas en los términos de la presente Ley, con excepción de aquellas quienes reciben estos servicios por parte de un organismo operador intermunicipal, mismos que deberán pagar bimestralmente.

Por lo que, es de concluirse que desde el momento en que la parte actora es arrendataria del local comercial anteriormente precisado, el cual cuenta con un contrato con el INTERAPAS, se encuentra obligado a realizar un pago por los servicios prestados, ello de acuerdo con el marco legal establecido en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual; por lo que el hecho generador -causación del gravamen- de las contribuciones por los servicios públicos de agua potable y servicios conexos -alcantarillado y saneamiento- que da lugar a una obligación de pago por dichos servicios se deriva: 

1.
Del mandato legal establecido en el Artículo 136 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí en el que se establece para los propietarios y poseedores por cualquier título de predios edificados o no; la obligación de contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales, cuando existan en sus lugares dichos servicios, cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores.

2.
De la modalidad o tipo de servicio, el cual por regla general implica su prestación bajo la modalidad de servicio medido, el cual exige contar con aparatos medidores en los domicilios de los usuarios (Artículo 143 en relación con el 221 de la Ley de Aguas); en donde las cuotas por los servicios públicos estarán en función del uso del servicio aplicadas por rango de consumo de manera escalar; de acuerdo con lo previsto en la fracción II del Artículo 170 de dicha ley o bien; mediante cuotas fijas, las cuales se aplican de manera extraordinaria y sólo en aquellos casos en los que los usuarios no tengan instalado un medidor, de conformidad con lo establecido en la fracción III del Artículo 170 del ordenamiento legal en mención.

Lo anterior, con independencia de aquellos otros supuestos legales que prevén tratamientos distintos o especiales como lo serían, entre otros:

· El esquema de pago conforme a promedios de consumo por identificarse impedimentos para la toma de lectura en los domicilios; de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 7 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.

· La cuota fija para los casos de solicitudes de suspensión del servicio contratado conforme a lo dispuesto en el Artículo 148 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y Artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.

· La cuota fija para domicilios desocupados establecida en el citado artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.

· La Cuota fija para el suministro de agua potable de uso mínimo prevista en el Artículo 4 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.

· La aplicación de subsidios para pensionados, jubilados y afiliados al INAPAM conforme a lo previsto en el artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas 

Por lo que se puede concluir, que en el presente asunto al quedar acreditado que la parte actora al contar con un contrato de servicio de agua potable en el local comercial que se encuentra arrendado –con independencia si haya tenido consumo alguno de agua potable- nace su obligación del pago  de la contribución relativa a dicho servicio.
B).-  Ahora bien, por cuestión de método, los conceptos de impugnación que a continuación se enuncian, se estudian en forma conjunta, ello es así, ya que se encuentran relacionados entre sí, ya que son hechos valer en contra de la modalidad del cobro de la contraprestación del servicio de agua potable.

I.- En la segunda parte del primer concepto de impugnación señalado en el escrito inicial de demanda, la parte actora medularmente manifiesta que la autoridad se encontraba  obligada a demostrar los consumos determinados, a exhibir en la contestación de la demanda, el formato que contuviera la lectura del medidor, llevada a cabo por el personal autorizado, en los términos de la reglamentación, pues conforme a lo señalado en el artículo 221 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, el consumo de agua se determina por medio de la lectura de los aparatos medidores.

Que en la especie no existía impedimento legal para que la demandada aportara los elementos anteriores al presente juicio, pues conforme a lo dispuesto por el artículo 221 último párrafo de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, el formato en que conste la lectura quedará a disposición de los usuarios en las oficinas del prestador del servicio.

Que solamente con dichas lecturas, se podrían justificar los hechos que dan materia a la emisión del acto impugnado, la existencia del consumo y por ende del hecho generador del tributo y de su base gravable, elementos indispensables para poder determinar un crédito fiscal por concepto de contribuciones.
II.- Por su parte en el concepto de impugnación señalado como primero del escrito de ampliación de demanda, la parte actora igualmente argumenta que la autoridad demandada no acredita el consumo de agua potable con las tomas de lecturas levantadas en términos del artículo 221 de la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí.

Que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, debió de haber acreditado el consumo de agua potable con las lecturas anteriormente referidas, aunado a que dichas lecturas deberían de haberse ceñido a lo dispuesto por la ley de Procedimientos Administrativos del Estado, en lo que se refiere al capítulo de inspección y verificación.

Motivo por el cual, estima que al no haber acreditado la autoridad demandada con las tomas de lecturas el consumo de agua potable, y ante la negación lisa y llana de la actora de haber consumido agua potable, se provoca la ilegalidad del acto impugnado.
 A juicio de esta Sala Unitaria, los conceptos de impugnación que en este acto se analizan, resultan ser inoperantes, ello es así, en razón de las siguientes consideraciones:
En primer término resulta pertinente realizar la transcripción en la parte que nos interesa del escrito de contestación de demanda:

“…mismo consumo que se determina de acuerdo a promedio que se le factura a la parte actora del presente Juicio, cobro que se realiza con base al tipo de servicio en este caso se trata de tipo INDUSTRIAL, (…) promedio el cual se tomó como base las ultimas 3 lecturas realizadas de los meses SEPTIEMBRE/2017, OCTUBRE/2017 Y NOVIEMBRE/2017, que fueron tomadas del MEDIDOR NÚMERO DE SERIE ********** INSTALADO EN EL DOMICLILO UBICADO **********., predio en el cual se ha consumido el servicio de agua que presta este Organismo Operador; por lo que EN VIRTUD DE EXISTIR UN IMPEDIMENTO U OBSTACULO PARA LA TOMA DE LECTURAS CORRESPONDIENTE DEL PERIODO DE FACTURACIÓN AGOSTO/2019, RAZÓN POR LA CUAL Y AL EXISITR IMPEDIMIENTO PARA LA TOMA DE LECTURA SE LE TOMA UN PROMEDIO YA QUE EN LA LEY DE CUOTAS Y TARIFAS EN SU ARTÍCULO 6º.- REFERENTE AL PAGO DEL SUMINISTRO DE AGUA SE LE COBRA UN SERVICIO TIPO INDUSTRIAL Y POR ENDE MI REPRESENTADA ESTA OBLIGADA A OBSERVAR LO DISPUESTO 7º PARRAFO TERCERO D ELA LEY DE CUOTAS Y ARIFAS PUBLICADA EN EL PERIODICO OFICIAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI LOS DIAS 19 DE DICIEMBRE DEL 2015, 31 DE DICIEMBRE DEL 2016, 31 DE DICIEMBRE DEL 2017 Y LA VIGENTE DEL 2018.”

De lo anteriormente transcrito, se desprende que la autoridad demandada manifiesta lo siguiente: 
a) Que el servicio que se ofrece es el Industrial;

b) Que se le cobra bajo la modalidad de promedio de consumo;
c) Que las tres últimas lecturas realizadas en el medidor instalado en el local comercial arrendado por la parte actora correspondieron a los meses de septiembre, octubre y noviembre del dos mil diecisiete; 

d) Que existe un impedimento u obstáculo para lo toma de lecturas;

Es decir, tal y como se puede apreciar de lo hasta aquí expuesto la autoridad demandada manifiesta, que en el domicilio de la parte actora, se le ha cobrado de acuerdo a un promedio de consumo; en relación a los dos meses de adeudo que en este acto combate la parte actora, consistente en el mes de julio y agosto del dos mil diecinueve, tomando en consideración las tres últimas lecturas que fueron tomadas en el domicilio de la parte actora consistente en los periodos de septiembre, octubre y noviembre del dos mil diecisiete.
Motivo por el cual se puede concluir, que en el domicilio de la parte actora, se cuenta con medidor de agua potable, ya que demuestra las tres últimas lecturas de las que tiene registro, motivo por el cual se le cobra bajo la modalidad de promedio de toma.
En este orden de ideas, resulta importante destacar que el tipo de cobro, bajo la modalidad de promedio de toma, se da en los casos en que exista algún impedimento para tomar la lectura;  para lo cual, el artículo 7° párrafo tercero de la Ley de Cuotas y tarifas prevé que se cobrara el promedio bimestral del consumo registrado en los últimos tres meses o bimestres, según sea el caso.

En vista de lo anterior, es de determinarse que la autoridad demandada probó que en el domicilio ubicado en calle **********, existe impedimento para la toma de lecturas, por lo que se le aplica la modalidad de pago de promedio de toma, el cual debería realizarse con las tres últimas lecturas tomadas al inmueble, situación que en el presente caso se realiza, con las lecturas correspondientes a los meses de septiembre, octubre y noviembre del dos mil diecisiete, para poder tomar el promedio de  las mismas, y con ella fijar la cuota mensual.
Por lo que en ese sentido, se tiene que la autoridad demandada al estar cobrando a la parte actora la contraprestación del servicio de agua potable bajo la modalidad de promedio de toma, es porque se ve imposibilitada a realizar la toma de lectura prevista por el artículo 221 de la ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí, es decir, el de tomar la lectura en el periodo correspondiente, y por ende no le aplica lo manifestado respecto del capítulo relativo al de inspección y verificación de la Ley de Procedimientos Administrativos, ya que ha sido criterio reiterado por esta Sala Unitaria que dichas disposiciones no son aplicables en la toma de lecturas, aunado a que dicha ley se encuentra prescrita, resultando vigente el Código Procesal Administrativo del Estado. 

Por lo que en la especie, dichos conceptos de impugnación resultan ser inoperantes al partir de una premisa falsa, ya que ha quedado demostrado que la autoridad demandada no le aplica el cobro del servicio de agua potable bajo la modalidad de servicio medido, el cual se encuentra dispuesto en el artículo 221 de la Ley de Aguas del Estado; ya que la autoridad demandada manifiesta que le aplica la modalidad de promedio de toma.
Son aplicables las jurisprudencias 2a./J. 108/2012 (10a.) y XVII.1o.C.T. J/5 (10a.), sustentadas por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, que a la letra señalan:

Época: Décima Época; Registro: 2008226; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 14, Enero de 2015, Tomo II; Materia(s): Común; Tesis: XVII.1o.C.T. J/5 (10a.); Página: 1605 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE TIENEN COMO SUSTENTO UN POSTULADO NO VERÍDICO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 108/2012 (10a.)]. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia en cita, determinó que los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su estudio pues, al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida; principio que aplica a los conceptos de violación cuyo sustento es un postulado que resultó no verídico; de ahí que sea ocioso su análisis y, por ende, merecen el calificativo de inoperantes.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.


Época: Décima Época; Registro: 2001825; Instancia: Segunda Sala; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3; Materia(s): Común; Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.); Página: 1326 

AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.

C).- En el concepto de impugnación identificado como segundo del escrito de ampliación de demanda, la parte actora medularmente refiere que el acto impugnado no cumple con lo establecido por el artículo 46 fracción IV del Código Fiscal del Estado, en razón de que omite en señalar con claridad el cálculo de los 42 meses de adeudo.
Que el artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas señala que el pago de los derechos de agua se realizara de forma mensual, por lo que resulta evidente que para que la autoridad acreditara que existe el adeudo de 42 meses, debería aprobar además de los elementos de cálculo del Tributo, los oficios de determinación de dichos periodos, ello con el fin de poder determinar globalmente que dichas determinaciones cumplieron con los requisitos legales conducentes.

Que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda señala que no existe dicha determinación, es decir, que dichos tributos no fueron determinados.

Sin embargo, con las caratulas de pantalla del sistema de la autoridad que fueron ofrecidas como prueba se acredita que en la misma se refieren a conceptos de “ADEUDOS”, es decir que contrario a lo que manifiesta, si existe un adeudo anterior determinado.

Que la autoridad demandada al momento de producir su contestación, y con el fin de acreditar la existencia y procedencia de dicho adeudo tenía que haber acreditado en su caso: a) la existencia de oficios determinantes; b) la existencia de sus actas de notificación; y, c) la existencia de elementos de cálculo del tributo.
Que al momento de no acreditar la existencia del oficio determinante e inclusive haber aceptado que el mismo no existe, resulta evidente el adeudo anterior del cual si se acredita su existencia conforme al recibo ofrecido como prueba no tendría sustento legal alguno.
Que nos encontramos con dos supuestos, siendo el primero la determinación de derechos de agua de los cuarenta y dos periodos impugnados, que para acreditar la legalidad de cada uno de ellos, la demandada debió de haber probado tanto con la determinación , en su caso con las lecturas, toda vez que desde el escrito inicial de demanda fueron impugnados.
Y como segundo, el que haya contestado, y no haya acreditado  la determinación y la causación de los periodos adeudados, ello para poder hacerlos efectivos
A juicio del suscrito Magistrado, el agravio resulta ser inoperante, por las siguientes consideraciones legales.

En primer término, se debe de hacer mención que tal y como se ha señalado en el considerando CUARTO de la presente resolución, la parte actora únicamente cuenta con interés jurídico para poder impugnar dos meses de adeudos, los cuales se hacen consistir en los correspondientes a los meses de julio y agosto del dos mil diecinueve.

Por otra parte, se debe de hacer mención que como ya ha quedado precisado con anterioridad, dichos meses de adeudo han quedado demostrados por la autoridad demandada al realizarle el cobro de la contraprestación por el servicio de agua potable, bajo la modalidad de promedio de toma; por lo que no existen lecturas correspondientes a los dos meses de adeudos impugnados por la parte actora, consistente en julio y agosto del dos mil diecinueve. 

Ahora bien, y en cuanto a que no se acredita la determinación de los dos meses de adeudo impugnados correspondiente a   julio y agosto del dos mil diecinueve, ello a pesar de que de las probanzas ofrecidas por la parte actora, aparece dicho concepto, se manifiesta lo siguiente: 
En efecto, de inicio conviene allegarnos del contenido de los artículos 178 y 179 de la Ley de Aguas del Estado que invoca la impetrante como fundamento de su pretensión, mismos que textualmente señalan lo siguiente:

“ARTICULO 178. Los adeudos a cargo de los usuarios y en favor de los organismos operadores municipales, intermunicipales o, en su defecto, de la Comisión, derivados del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales, en los términos y para los efectos que se precisan en el Código Fiscal del Estado.

ARTICULO 179. Los prestadores de los servicios a excepción de los concesionarios, exigirán el pago de los créditos fiscales que determinen a cargo de los usuarios, que no hayan sido cubiertos o garantizados dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación, mediante el procedimiento administrativo de ejecución, previsto en el Código Fiscal del Estado. 

Los prestadores de los servicios públicos a que se refiere el párrafo anterior, podrán autorizar el pago diferido o en parcialidades de los créditos fiscales a cargo de los usuarios, en los términos que al efecto establece el propio Código Fiscal del Estado, siempre y cuando el plazo no exceda de doce meses.
De los preceptos legales invocados, se desprende que los adeudos a cargo de los usuarios que se deriven del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales para los efectos que se precisan en el Código Fiscal del Estado.

Créditos fiscales –adeudos- que una vez que hayan sido determinados por el organismo operador y no hubieran sido cubiertos o garantizados por el usuario dentro del plazo previsto en dichas disposiciones legales, contados a partir de su notificación, será exigible su pago mediante el Procedimiento Administrativo de Ejecución.
Ahora bien, es necesario señalar que en el presente asunto, la parte actora parte de una premisa errónea, pues contrario a lo que precisa, en dichas probanzas si bien es cierto figuran diversas cantidades por concepto de ADEUDOS, en el presente asunto,  no se le está determinando aún un crédito fiscal ni tampoco el inicio del procedimiento administrativo de ejecución.
Ahora bien, en el caso que nos ocupa, la parte actora, manifiesta que le causa perjuicio la falta de determinación de los dos meses de adeudos correspondientes a julio y agosto del dos mil diecinueve, situación que demuestra con la captura de la pantalla del sistema de la autoridad demandada que fue ofrecida como prueba, sin embargo se debe de decir, que  dicha actuación no corresponde a la determinación de un crédito fiscal por parte del Organismo demandado; sino en todo caso, será hasta que determine los adeudos, en una actuación diversa, cuando pudiera entenderse que efectivamente la autoridad está realizando la determinación de un débito fiscal.

En ese sentido, es la determinación propia del crédito, el cual se torna ejecutable, es decir, exigible por las autoridades a través del procedimiento económico coactivo, únicamente cuando no hubieren sido cubiertos o garantizados esos créditos, dentro de los plazos señalados por la Ley. 

Pues una vez nacida la obligación, el Estado no la puede cobrar de inmediato ya que es necesario que se actualicen diversa hipótesis; de ahí que resulte oportuno distinguir el nacimiento de la obligación, el de la determinación del crédito contributivo y el de su exigibilidad, enfocando el presente estudio en éstas dos últimas etapas. 

A consideración del suscrito Magistrado, en este momento, a través del acto impugnado estamos únicamente en presencia del nacimiento de obligación de pago por parte de los usuarios, y no así en las otras dos etapas.

En efecto, pasa desapercibido la accionante que, la determinación y el cobro coactivo de un crédito fiscal, ocurren en momentos distintos y suponen facultades diferentes, pues el crédito fiscal se compone de tres fases o etapas, siendo estas:
1. Nacimiento, 

2. Liquidación y, 

3. Exigibilidad

Para el estudio que se realizará a continuación, conviene tener presente que de conformidad con las disposiciones legales analizadas en el apartado de “Marco Teórico” de este Considerando, en los artículos 56 y 57 de la Ley de Hacienda para los Municipios de San Luis Potosí, se contempla que los municipios podrán establecer tarifas para el cobro de derechos tratándose de los servicios de agua potable; los cuales consisten en la extracción, tratamiento, conducción, suministro, uso o explotación de agua potable, conexión a la red, así como los servicios de drenaje, alcantarillado y saneamiento que presten; y que dichos cobros tendrían el carácter de contribuciones en su especie de Derechos; los cuales se encuentran definidos por el propio Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí en su artículo 7 como aquellas contribuciones establecidas en la Ley, por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público del estado o municipios, así como por los servicios que prestan éstos, en sus funciones de derecho público.
En virtud de la propia naturaleza de esas contraprestaciones, las cuales se consideran contribuciones; a efecto de dilucidar lo argumentado por la impetrante, se analiza analógicamente en relación con los impuestos –al ser otro tipo de contribuciones contenidas en el ordinal 7°, del Código Fiscal del Estado- pues esta figura, además de que ha sido motivo de mayor estudio por diversos doctrinarios y órganos jurisdiccionales, también tienen como medio de cobro coactivo último, el procedimiento administrativo de ejecución.
Ciertamente, la relación tributaria tiene diversas etapas que la Legislación y la doctrina definen con claridad, etapas que van del nacimiento del crédito fiscal a su determinación en cantidad liquida (determinación o liquidación) y finalmente su exigibilidad, siendo notoriamente antijurídico confundir, en el caso concreto, estas dos últimas etapas, a las cuales como se adelantó, nos referimos en lo particular.
Cabe precisar que por disposición expresa de los artículos 6° del Código Fiscal de la Federación y 8° en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí
, en el sistema tributario mexicano, rige el principio de autodeterminación, es decir, en primer término, corresponde al contribuyente autodeterminar las obligación fiscales que deberá enterar al Fisco Federal, y en caso de no hacerlo o enterarlo incorrectamente, la autoridad fiscalizadora estará facultada para determinarlo, con lo que se observa claramente que la determinación en cantidad liquida, es decir, la cuantificación del adeudo realizada por la autoridad, es un acto posterior al nacimiento de la obligación tributaria y derivado de la actitud omisiva del contribuyente, respecto de sus responsabilidades. 

Al respecto, Sergio F. de la Garza, sostiene como concepto de liquidación el siguiente:

“La liquidación del impuesto, en sentido amplio consiste precisamente en el acto o la seria de actos, necesarios para la comprobación y la valoración de los diversos elementos constitutivos, de la deuda impositiva, (presupuesto material y personal, base imponible) con la consiguiente aplicación del tipo de gravamen, y la concreta determinación cuantitativa de la deuda del contribuyente” 
 

Ahora bien, una vez determinada en cantidad liquida la obligación contributiva o tributaria, es decir, que se haya precisado su monto, queda conformado el crédito fiscal, cuya definición se encuentra establecida en el artículo 4° del Código Tributario Federal al señalar que: “Son créditos fiscales los que tenga derecho a percibir el Estado o sus organismos descentralizados que provengan de contribuciones, de sus accesorios o de aprovechamientos…”, y en materia estatal, en el ordinal 18, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que establece que “Es crédito fiscal, la determinación que haga en su favor la autoridad fiscal de contribuciones y/o accesorios a cargo de un contribuyente o responsable solidario.” y cumplida esta etapa el débito deberá pagarse por el contribuyente dentro de los plazos establecidos por la Ley fiscal correspondiente; trascurrido dicho plazo, éste será exigible por las autoridades fiscales, mediante el procedimiento administrativo de ejecución, previsto en los artículos 145 del Código Fiscal de la Federación y 79, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí
. 
En relación con la exigibilidad, el propio Sergio F. de la Garza define dicha etapa como el momento en el que “el ente público –titular del crédito tributario-, esté legalmente facultado para compeler al deudor del tributo al pago de la prestación”
. 

Antes de continuar, en relación con la doctrina que se ha utilizado como sustento en este fallo, debe atenderse a que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ya ha establecido lo siguiente:

Novena Época; Instancia: Segunda Sala; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XIII, mayo de 2001; Tesis: 2a. LXIII/2001; Página: 448

"DOCTRINA. PUEDE ACUDIRSE A ELLA COMO ELEMENTO DE ANÁLISIS Y APOYO EN LA FORMULACIÓN DE SENTENCIAS, CON LA CONDICIÓN DE ATENDER, OBJETIVA Y RACIONALMENTE, A SUS ARGUMENTACIONES JURÍDICAS. En el sistema jurídico mexicano por regla general, no se reconoce formalmente que la doctrina pueda servir de sustento de una sentencia, pues el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que establece las reglas respectivas, en su último párrafo, sólo ofrece un criterio orientador, al señalar que ‘En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho.’; mientras que en su párrafo tercero dispone que ‘En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata.’. Sin embargo, es práctica reiterada en la formulación de sentencias, acudir a la doctrina como elemento de análisis y apoyo, así como interpretar que la regla relativa a la materia penal de carácter restrictivo sólo debe circunscribirse a ella, permitiendo que en todas las demás, con variaciones propias de cada una, se atienda a la regla que el texto constitucional menciona con literalidad como propia de los juicios del orden civil. Ahora bien, tomando en cuenta lo anterior y que la función jurisdiccional, por naturaleza, exige un trabajo de lógica jurídica, que busca aplicar correctamente las normas, interpretarlas con sustento y, aun, desentrañar de los textos legales los principios generales del derecho para resolver las cuestiones controvertidas en el caso concreto que se somete a su conocimiento, considerando que todo sistema jurídico responde a la intención del legislador de que sea expresión de justicia, de acuerdo con la visión que de ese valor se tenga en el sitio y época en que se emitan los preceptos que lo vayan integrando, debe concluirse que cuando se acude a la doctrina mediante la referencia al pensamiento de un tratadista e, incluso, a través de la transcripción del texto en el que lo expresa, el juzgador, en lugar de hacerlo de manera dogmática, debe analizar, objetiva y racionalmente, las argumentaciones jurídicas correspondientes, asumiendo personalmente las que le resulten convincentes y expresando, a su vez, las consideraciones que lo justifiquen.

Amparo directo en revisión 1124/2000. 

De tal manera, es diáfano que en la determinación de un crédito fiscal, si bien se establece la obligación concreta, lo cierto es que se permite al particular cubrir el pago del impuesto o contribución de manera voluntaria, de modo que es indiscutible que no se realizan actos coactivos de cobro, en virtud de que éstos se llevaran a cabo únicamente si el particular es omiso en realizar el pago espontáneamente y de manera oportuna, de tal suerte que una es la facultad para determinar en cantidad liquida el crédito fiscal y otra la de hacer efectivo el cobro del mismo cuando este no ha sido pagado en el plazo previsto por la Ley, puesto que las primeras atribuciones concluyeron con la emisión del crédito, y las segundas iniciaran exclusivamente cuando este no sea pagado.
Ahora, en el caso concreto, si bien es cierto se desprende de la pruebas ofrecidas por la parte actora, conceptos de ADEUDOS, también, lo es que en el presente momento, no se está determinando un crédito fiscal –tal y como lo pretende hacer valer la parte actora, al señalar la falta de determinación de los adeudos-; pues en todo caso, sería en virtud de que la usuaria no realizará el pago correspondiente, que posteriormente la autoridad en una actuación diversa, podría determinar correctamente el monto del adeudo y fijarlo en cantidad líquida –y solo en ese momento, se iniciaría con la etapa de liquidación del crédito-; y una vez hecho lo anterior, y a través de la notificación legal que realizara la autoridad de esa nueva resolución al usuario, si esa determinación no fuera cubierta dentro del plazo de ley relativo, el Organismo estaría plenamente facultado para compeler coactivamente a través del procedimiento administrativo de ejecución
, al usuario omiso para el pago del crédito que no hubiese sido cubierto oportunamente por medio de la unidad administrativa correspondiente –siendo hasta estas actuaciones cuando se iniciaría el procedimiento administrativo de ejecución-.

De ahí que este Juzgador califique de inoperante parte del agravio que se atiende, pues parten de un postulado no verídico, ya que a ningún fin práctico conduciría su estudio pues, al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la revocación del acto controvertido.

Son aplicables las jurisprudencias 2a./J. 108/2012 (10a.) y XVII.1o.C.T. J/5 (10a.), sustentadas por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, que a la letra señalan:

Época: Décima Época; Registro: 2008226; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 14, Enero de 2015, Tomo II; Materia(s): Común; Tesis: XVII.1o.C.T. J/5 (10a.); Página: 1605 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE TIENEN COMO SUSTENTO UN POSTULADO NO VERÍDICO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 108/2012 (10a.)]. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia en cita, determinó que los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su estudio pues, al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida; principio que aplica a los conceptos de violación cuyo sustento es un postulado que resultó no verídico; de ahí que sea ocioso su análisis y, por ende, merecen el calificativo de inoperantes.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.


Época: Décima Época; Registro: 2001825; Instancia: Segunda Sala; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3; Materia(s): Común; Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.); Página: 1326 

AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.

D).-  Por último se procede al estudio del tercer concepto de impugnación hecho valer por la parte actora en su escrito de ampliación de demanda, en el cual medularmente manifiesta que la autoridad demanda se le realiza una determinación presuntiva de contribuciones en razón de existir una imposibilidad para efectuar la toma de lecturas , fundado dicha actuación en los artículos 6 y 7 de la ley de Cuotas y Tarifas, así como en el 227 de la Ley de Aguas del Estado. 
Que la autoridad es omisa en fundar y motivar dicha actuación, es decir el por qué se le está cobrando a la parte actora bajo la modalidad de promedio de toma, razonando detalladamente la situación por la que existe un impedimento u obstáculo para realizar la toma del servicio.

Que de igual manera, es omisa en dar a conocer las tres últimas lecturas que le fueron realizadas con las que debe de contar para con ellas realizar la presunción de consumo.
A juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser fundado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:
En primer término, se debe de señalar que tal y como ya se ha hecho referencia, el Organismo demandado realiza el cobro del servicio de agua potable, alcantarillado, drenaje y tratamiento, bajo la modalidad de PROMEDIO DE TOMA, sin embargo, su actuación incumple con lo previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que el acto impugnado carece de los elementos de debida fundamentación y motivación que deben revestir los actos decisorios de la autoridad y, es omiso, en el cumplimiento de los requisitos formales exigidos por las leyes aplicables.
Lo anterior es así, toda vez que del análisis efectuado al acto que se impugna, el mismo es omiso en fundar y motivar el cobro de los diversos conceptos incluidos en el adeudo de los meses correspondientes a julio y agosto del dos mil diecinueve; por lo que resulta insuficiente su fundamentación y motivación, pues si bien es cierto, en la contestación de demanda señala las tres últimas lecturas realizadas en el medidor de la parte actora, también lo es, que es omisa en exhibirlas, para que la parte actora tuviera conocimiento del consumo registrado en cada uno de ellas; así mismo no precisa las circunstancias que acontecieron para determinar que existía un impedimento u obstáculo para la toma de lecturas en los meses correspondientes a julio y agosto del dos mil diecinueve; no señala las operaciones, cálculos y demás datos relacionados con la forma en que llevó a cabo la determinación de las cantidades correspondientes al servicio de agua potable, drenaje y tratamiento; tales como las cuotas y tarifas de vigencia anual, ello para poder tener certeza de cual tarifa es la que se le debe de aplicar.

Los requisitos de la debida fundamentación y motivación que se deben hacer constar en todos los actos de autoridad; son en el caso que nos ocupa, los siguientes: 

a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables; 
b).- Los preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto; y 
c).- Las circunstancias especiales, razones particulares inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, elementos y requisitos que son indispensables para que el acto sea jurídicamente motivado y válido en contenido y ejecución.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia número VI. 2o. J/248, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, localizable de acuerdo con los datos y rubro siguientes: Época: Octava Época, Registro: 216534, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43.

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. …”

Así como la Tesis de Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable de acuerdo a los datos y rubro siguientes: Séptima Época, Registro: 394216, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 260, Página: 175.

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. …”

Por lo que, es incuestionable que la autoridad demandada fue omisa en fundar y motivar la procedencia de cobro de los meses de julio y agosto del dos mil diecinueve, y demás conceptos de pago que se establecen a cargo del actor como usuario del servicio de agua potable, en términos de los artículos 14 y 16 Constitucionales, Ley de Aguas del Estado y Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual, incumpliendo además, con los elementos y requisitos para la exigencia del acto, ya que si bien es cierto, en la contestación de demanda señala las tres últimas lecturas realizadas en el medidor de la parte actora, también lo es, que es omisa en exhibirlas, para que la parte actora tuviera conocimiento del consumo registrado en cada uno de ellas; así mismo no precisa las circunstancias que acontecieron para determinar que existía un impedimento u obstáculo para la toma de lecturas en los meses correspondientes a julio y agosto del dos mil diecinueve; no señala las operaciones, cálculos y demás datos relacionados con la forma en que llevó a cabo la determinación de las cantidades correspondientes al servicio de agua potable, drenaje y tratamiento; tales como las cuotas y tarifas de vigencia anual, ello para poder tener certeza de cual tarifa es la que se le debe de aplicar.

En esa tesitura, ante la insuficiente fundamentación y motivación del acto impugnado, esta Sala Unitaria concluye, que los meses de adeudo correspondientes a julio y agosto del dos mil diecinueve, derivado del contrato número **********, se ubica en la causal de ilegalidad e invalidez prevista por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí; lo que conlleva a determinar su nulidad parcial; para el efecto de que el Organismo Intermunicipal INTERAPAS, expida un nuevo acto en el que funde y motive de manera suficiente la forma en que determinó la contraprestación relativa a los meses anteriormente mencionados.

Conforme a lo anterior, es importante referirnos a los motivos y razones por las cuales opera la nulidad parcial del acto impugnado; al efecto, se debe establecer que el asunto que nos ocupa, fundamentalmente deriva de la impugnación manifestada por la demandante, en el sentido de que el acto administrativo recurrido se emitió sin sustento legal, ya que no fue debidamente fundado y motivado, bajo ese entendido, se advierte que la impugnación obedece a un vicio o incumplimiento de requisitos formales, que bien pueden corregirse sin que se afecten los intereses del particular; razón por la cual, se decretó la nulidad parcial del acto impugnado, para los efectos especificados en el párrafo que antecede, ello con fundamento en lo dispuesto en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo del Estado.

Sirve de apoyo, la Tesis Aislada emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, Época: Novena Época, Registro: 194116, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo IX, Abril de 1999, Materia(s): Administrativa, Tesis: III.2o.A.54 A, Página: 571, que establece:

“MOTIVACIÓN INSUFICIENTE EN MATERIA FISCAL. DETERMINA NULIDAD PARA EFECTOS Y NO LISA Y LLANA. Si la nulidad se declaró por un vicio formal, como lo es la motivación insuficiente, es inconcuso que en términos de lo dispuesto por el artículo 239, fracción III, último párrafo del Código Fiscal de la Federación, en relación con el numeral 238, fracción II del citado ordenamiento legal, la nulidad debe decretarse para efectos y no de manera lisa y llana. Lo anterior es así, porque cuando la violación aducida implica el estudio de fondo, la nulidad debe ser lisa y llana, en cambio, cuando se trata de vicios formales, la nulidad debe ser para efectos; y, en la especie, si la Sala Fiscal aduce que el crédito impugnado carecía del requisito de motivación, por insuficiente, es evidente que se trata de un vicio de carácter formal, porque sí se está en el caso de declarar la nulidad de la resolución impugnada, porque se consideró que la autoridad demandada en la resolución impugnada no estableció las causas particulares, razones inmediatas y circunstancias especiales que llevaron a la mencionada Sala a determinar que el interés fiscal no alcanzó a ser garantizado con los bienes de la empresa, y por ello que resultaba insuficiente la motivación de la demandada, es por lo que, repítese, la nulidad no debe ser lisa y llana por no estarse en la hipótesis del numeral 238, fracción IV del código tributario federal, sino que se está en el supuesto de la fracción II del mismo artículo, porque se trata de la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afectan las defensas del particular y trascienden al sentido de la resolución impugnada..- Revisión fiscal 133/99. Columba Enriqueta Alcaraz Beatriz. 25 de marzo de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Tomás Gómez Verónica. Secretario: Gustavo de León Márquez..- Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IX, febrero de 1999, página 455, tesis VIII.2o. J/24, de rubro: ‘SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CUANDO LA VIOLACIÓN ADUCIDA IMPLICA UN ESTUDIO DE FONDO, LA NULIDAD SERÁ LISA Y LLANA, EN CAMBIO, CUANDO SE TRATA DE VICIOS FORMALES, LA NULIDAD SERÁ PARA EFECTOS.’.”

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I y III, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 228 fracción II,  248, 249 y 250 fracciones II y IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta el sobreseimiento del juicio respecto del periodo comprendido del mes de diciembre del dos mil quince, al mes de junio del dos mil diecinueve, respecto del contrato número ********** ya que no se logra acreditar que respecto de ese periodo el acto impugnado incidiera en la esfera jurídica de la parte actora, tal y como se estableció en el Considerando Cuarto de la presente resolución.
TERCERO.- Se declara la Ilegalidad e Invalidez del periodo comprendido en los meses de julio y agosto de dos mil diecinueve, respecto del contrato número **********, decretándose la NULIDAD PARCIAL del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución. 

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
� Código Fiscal de la Federación.





“Artículo 6o.- Las contribuciones se causan conforme se realizan las situaciones jurídicas o de hecho, previstas en las leyes fiscales vigentes durante el lapso en que ocurran.





Dichas contribuciones se determinarán conforme a las disposiciones vigentes en el momento de su causación, pero les serán aplicables las normas sobre procedimiento que se expidan con posterioridad.”





Corresponde a los contribuyentes la determinación de las contribuciones a su cargo, salvo disposición expresa en contrario. Si las autoridades fiscales deben hacer la determinación, los contribuyentes les proporcionarán la información necesaria dentro de los 15 días siguientes a la fecha de su causación.





Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.





“ARTICULO 8º.- Las contribuciones se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal.





La determinación de las contribuciones se hará conforme a las disposiciones legales vigentes en el momento en que se causen. Podrán aplicarse normas de procedimiento que hayan entrado en vigor posteriormente, siempre y cuando no afecten la determinación de la obligación.





Salvo disposición en contrario, corresponde a los contribuyentes la determinación y cuantificación de las contribuciones, en cuyo caso deberán proporcionar oportunamente a la autoridad todos los elementos necesarios para la determinación. La autoridad fiscal se reserva la facultad de comprobar el correcto cumplimiento de la obligación fiscal, en cuyo caso, podrá determinar el monto de ésta y el de sus accesorios.”





� DE LA GARZA. Sergio Fráncico. “Derecho Financiero Mexicano”. Editorial Porrúa. Decimoctava Edición. México 2000. 


� CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.





“Artículo 145. Las autoridades fiscales exigirán el pago de los créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos o garantizados dentro de los plazos señalados por la Ley, mediante procedimiento administrativo de ejecución.


…”





CÓDIGO FISCAL DEL ESTADO





“ARTICULO 79.- Las autoridades fiscales exigirán el pago de los créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos o garantizados dentro de los plazos señalados por la ley, mediante el procedimiento administrativo de ejecución.”





� DE LA GARZA. Sergio Fráncico, op. cit., nota 2, p.576.


� Época: Décima Época; Registro: 2011831; Instancia: Primera Sala; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación 


Publicación: viernes 10 de junio de 2016 10:02 h; Materia(s): (Administrativa); Tesis: 1a. CLXV/2016 (10a.) 





CRÉDITO FISCAL. MOMENTO A PARTIR DEL CUAL ES EXIGIBLE MEDIANTE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN (CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE EN 2006). De los artículos 65 y 145, párrafo primero, del Código Fiscal de la Federación vigente en 2006, deriva que si un crédito no se cubre o garantiza dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la notificación de la resolución que lo contiene, es exigible por la autoridad hacendaria mediante el procedimiento administrativo de ejecución en el día cuarenta y seis. Lo anterior es así, ya que en materia fiscal la exigibilidad de un crédito no depende de la firmeza de la resolución que lo contiene, pues la autoridad hacendaria está facultada para instar su cobro; para ello basta una resolución que determine un crédito fiscal debidamente notificada al particular, y que éste sea exigible de acuerdo con los requisitos legales, independientemente de que en caso de ser fundada una futura impugnación, el importe se devuelva al particular mediante el procedimiento correspondiente.





PRIMERA SALA Amparo directo en revisión 5473/2014. 





